
 

Publicados los lineamientos de integridad para el mejor cumplimiento de lo 
establecido en los arts. 22 y 23 de la Ley nº 27.401 de Responsabilidad Penal de 
las Personas Jurídicas (Argentina)

Fuente: Boletín Oficial de la República Argentina

Que en la CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA CORRUPCIÓN se establece (artículo 12°) 
que cada Estado “...adoptará medidas para prevenir la corrupción y mejorar las normas contables y de 
auditoría en el sector privado, así como, cuando proceda, prever sanciones civiles, administrativas o penales 
eficaces, proporcionadas y disuasivas en caso de incumplimiento de esas medidas”. Dicho artículo provee un 
amplio catálogo de medidas, que incluyen la promoción de la cooperación entre autoridades públicas y privadas, 
el fomento de políticas de integridad, transparencia y prevención de conflictos de interés en las empresas, el 
estímulo a la adopción de suficientes controles contables internos. En la CONVENCIÓN además se promueve la 
adopción de medidas relativas al mantenimiento de libros y registros, la divulgación de estados financieros y las 
normas de contabilidad y auditoría, así como la denegación de pagos indebidos. El artículo 26° prevé que los 
Estados Parte deberán adoptar “...las medidas que sean necesarias, en consonancia con sus principios jurídicos, 
a fin de establecer la responsabilidad de personas jurídicas por su participación en delitos tipificados con arreglo a 
la presente Convención”. Se aclara que esa responsabilidad podrá ser de índole penal, civil o administrativa
, que existirá sin perjuicio de la responsabilidad penal que incumba a las personas humanas y que los Estados 
deben velar “...porque se impongan sanciones penales o no penales eficaces, proporcionadas y disuasivas, 
incluidas sanciones monetarias, a las personas jurídicas consideradas responsables...”.

Que en laCONVENCIÓN SOBRE LA LUCHA CONTRA EL COHECHO DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS EXTRANJEROS EN LAS TRANSACCIONES 
COMERCIALES INTERNACIONALES se establece (artículo 2°) que cada parte “...tomará las medidas que sean necesarias, de conformidad con sus 
principios jurídicos, para establecer la responsabilidad de las personas morales por el cohecho de un servidor público extranjero”. Con relación a las 
sanciones, el artículo 3° inciso 1 dispone que “El cohecho de un servidor público extranjero deberá ser castigable mediante sanciones penales eficaces, 
proporcionadas y disuasorias” y en el inciso 2 se agrega que en el caso de que, conforme al régimen jurídico de una Parte, la responsabilidad penal no 
sea aplicable a las personas morales, esa Parte “deberá asegurar que esas personas morales serán sujetas a sanciones eficaces, proporcionales y 
disuasorias de carácter no penal, incluidas las sanciones monetarias por el cohecho de servidores públicos extranjeros”.

Que dicha norma permitió adaptar el sistema penal argentino a los estándares internacionales en materia de 
lucha contra la corrupción con los cuales la REPÚBLICA ARGENTINA se comprometió al adherir a la 
CONVENCIÓN SOBRE LA LUCHA CONTRA EL COHECHO DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS EXTRANJEROS 
EN LAS TRANSACCIONES COMERCIALES INTERNACIONALES, a la CONVENCIÓN DE LAS NACIONES 
UNIDAS CONTRA LA CORRUPCIÓN y a la CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN.

Que a través de laLey N° 27.401 se estableció unrégimen de responsabilidad penal aplicable a las personas jurídicas privadas, ya sean de capital 
nacional o extranjero, con o sin participación estatal, por los delitos de cohecho y tráfico de influencias, nacional y transnacional, previstos por los 
artículos 258 y 258 bis del Código Penal; negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas, previstas por el artículo 265 del Código 
Penal; concusión, prevista por el artículo 268 del Código Penal; enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados, previsto por los artículos 268 (1) y 
(2) del Código Penal y balances e informes falsos agravados, previsto por el artículo 300 bis del Código Penal.


